RADICACIÓN: 66001-31-09-004-2018-00042-02

ACCIONANTE: MARÍA GÓMEZ MÁRQUEZ  

ACCIONADO: COLPENSIONES  

DECISIÓN: CONFIRMA    

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso. El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala. 

Providencia:


Sentencia  – 2ª instancia –9 de agosto de 2018

Proceso: 


Acción de Tutela

Radicación Nro. :
  
66001-31-09-004-2018-00042-02
Accionante (s):

María Gómez Márquez  
Accionado (s):


Colpensiones
Magistrado Sustanciador: 
Manuel Yargazaray Bandera

TEMAS:

ACCIÓN DE TUTELA/ PROCEDENCIA/  SEGURIDAD SOCIAL/ CALIFICACIÓN PÉRDIDA DE LA CAPACIDAD LABORAL/ INEXISTENCIA VULNERACIÓN DE DERECHOS FUNDAMENTALES/ CONFIRMA.

A pesar de lo anterior, esta Colegiatura debe advertir de entrada que la decisión de primer nivel fue acertada al negar la solicitud de amparo por ella reclamada, pues si bien de los documentos que reposan en el expediente se puede colegir que la accionante está padeciendo diversas patologías, que eventualmente podrían, o no, derivar en un estado de invalidez, lo cierto es que tal hecho por sí solo no es una razón suficiente para pasarse por alto el procedimiento administrativo legalmente establecido para ser valorada por parte del área de medicina laboral de Colpensiones, ni mucho menos para exonerarla de la acreditación de todos los requisitos que para tal fin se exigen, o para evadir los conceptos médicos de rehabilitación expedido por los médicos de la EPS a la cual se encuentra adscrita.

También debe resaltarse que si bien, la señora María Gómez Márquez presentó una solicitud de calificación de invalidez ante Colpensiones, esa entidad atendió a su pedimento informándole los documentos que debía allegar para poder darle trámite a su calificación. En ese orden de ideas, a pesar de lo dicho por la accionante en su escrito de tutela, en el sentido de haber presentado la totalidad de los documentos ante la entidad accionada, de ello no hay prueba en el expediente, a lo cual se debe sumar lo dicho por Colpensiones, cuando aseguró que su afiliada no adjuntó a su escrito la copia de la historia clínica requerida para poder dar inicio a la calificación de PCL (fl 80). Contrario a ello, sí se tiene información de que Colpensiones requirió a la accionante para que aportara la información faltante y así poder impartirle el trámite a su requerimiento, e incluso le explicó que en caso de no adjuntarlos en el plazo otorgado, se entendería desistida su solicitud. 

(…)

En conclusión, la decisión de primer nivel se mantendrá incólume, al haberse proferido de conformidad con los parámetros normativos del caso. 
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la señora MARÍA GÓMEZ MÁRQUEZ, accionante dentro del presente asunto, contra la decisión tomada por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de esta ciudad el 21 de junio del año que avanza, mediante la cual declaró improcedente la acción de tutela instaurada en contra de la COLPENSIONES
ANTECEDENTES:

La señora María Gómez Márquez instauró acción de tutela en contra de Colpensiones, entidad a la cual acusó de vulnerar sus derechos fundamentales al mínimo vital, salud y vida digna. Los hechos en los cuales fundamentó su solicitud fueron extraídos por el Juzgado de conocimiento así: 
“Manifiesta la accionante ser una mujer de 61 años y ser cotizante activo del fondo de pensiones de Colpensiones y refiere que debido a su precaria condición de salud se ha disminuido su capacidad para laborar.

También agrega que padece múltiples enfermedades como incontinencia urinaria de esfuerzo, trastorno depresivo recurrente, trastorno del sueño, arteroesclerosis, lumbalgia, deficiencia de agudeza visual, síndrome del túnel carpiano, gastritis crónica, hiperglicemia no especificada. Por ello el 16 de abril del presente año radicó ante Colpensiones solicitud de calificación de pérdida de capacidad laboral, allegando historia clínica.

El 30 de abril de 2.018 la entidad entutelada da como respuestas que se debían aportar nuevamente valoración por neurología, con RNMA de columna, ortopedia y traumatología, valoración por reumatología con cardiografía de mano, valoración por oftalmología con agudeza visual con corrección y campometría visual, no mayor a seis meses.

Considera el accionante que Colpensiones no debe condicionar la valoración de su pérdida de capacidad laboral a exámenes médicos complementarios que no puede sufragar en forma particular, dada su precaria condición económica y de hallarse en una situación de debilidad manifiesta.

Además que Colpensiones al aumentar la exigencia y cantidad de exámenes especializados para llevar a cabo la calificación busca evadir su obligación entorpeciendo su proceso y dilatando dicha valoración de PCL necesaria para acceder a una pensión de invalidez.

Solicita se protejan los derechos fundamentales reclamados a través de este mecanismo constitucional para que se ordene a Colpensiones realizar la calificación solicitada teniendo en cuenta que se aportó la historia clínica. Asimismo, en lo que tiene que ver con los exámenes complementarios, se disponga que esa Administradora debe asumir el costo que conlleve la práctica de los mismos.”
PRETENSIONES:
Con fundamento en lo anterior, solicitó que se protejan los derechos fundamentales a la salud y a la seguridad social, entre otros, y como consecuencia de ello, se le ordene a COLPENSIONES que acceda al trámite de calificación de pérdida de capacidad laboral.
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA: 
El Juzgado de primer nivel avocó el conocimiento de la actuación el 8 de junio de 2018 y ordenó la notificación y traslado del libelo petitorio a Colpensiones para que ejerciera sus derechos de defensa y contradicción.

Posteriormente, al realizar un estudio de la situación fáctica planteada, resolvió mediante sentencia del 21 de junio de 2018 negar la solicitud de amparo constitucional reclamada, ello por cuanto, a criterio de la Juez de conocimiento, la carga que debió asumir la accionante, antes de acudir a la presente acción, fue la de acudir ante su EPS, con el fin de que le realizara los exámenes médicos que le exige Colpensiones para darle trámite a su solicitud. A modo de conclusión, expuso la Cognoscente que no se había evidenciado durante el trámite ningún tipo de vulneración a los derechos invocados por la señora Gómez Márquez que pudiera atribuírsele a Colpensiones. 

FUNDAMENTOS DE LA IMPUGNACIÓN:
Una vez notificada la decisión de instancia, y dentro del término legal, la señora María Gómez Márquez presentó un escrito mediante el cual la impugnó. Como fundamento de su discrepancia, manifestó que la historia clínica aportada por ella es más que suficiente para demostrar la existencia de sus patologías, y por ende, para que se le realice una valoración respecto del porcentaje de su pérdida de capacidad laboral, gestión que debería realizar Colpensiones sin imponerle la carga de practicarse más exámenes o ser valorada por otros especialistas, en especial porque ello tardaría muchísimo tiempo y además implicaría gastos que ella en sus condiciones económicas no está en capacidad de asumir. 
Sumado a lo anterior, debe tenerse en cuenta que ella por su estado de salud y avanzada edad es un sujeto de especial protección constitucional, por lo tanto, sus derechos fundamentales debieron haber sido protegidos.  

Bajo dichos argumentos, solicitó que se revoque la decisión de primer nivel, para en su lugar acceder a las pretensiones planteadas en su escrito inicial.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:
Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1983 de 2017. 

En el presente asunto, le corresponde a esta Corporación determinar si la decisión de primer nivel fue acertada al negar la solicitud de amparo constitucional deprecada por la señora María Gómez Márquez, o si contrariamente, de conformidad con los argumentos expuestos por ella en su escrito de impugnación hay lugar a revocar dicha sentencia, pata en su lugar conceder la protección de sus derechos fundamentales. 

El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica, cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

Es pertinente recordar que la acción constitucional tiene un propósito claro, que no es otro que brindar a la persona protección inmediata y subsidiaria para asegurar el respeto efectivo de los derechos fundamentales que se le reconocen
; consiste en una decisión de inmediato cumplimiento, para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Caso concreto: 

De conformidad con la información obrante en el expediente, se tiene que la solicitud de la señora María Gómez Márquez estaba encaminada a que se le ordenara a Colpensiones que procediera a calificar el porcentaje de pérdida de capacidad laboral que le han generado las patologías que padece en la actualidad, y así, finalmente determinar si le asiste el derecho a obtener un reconocimiento pensional por invalidez. 
A pesar de lo anterior, esta Colegiatura debe advertir de entrada que la decisión de primer nivel fue acertada al negar la solicitud de amparo por ella reclamada, pues si bien de los documentos que reposan en el expediente se puede colegir que la accionante está padeciendo diversas patologías, que eventualmente podrían, o no, derivar en un estado de invalidez, lo cierto es que tal hecho por sí solo no es una razón suficiente para pasarse por alto el procedimiento administrativo legalmente establecido para ser valorada por parte del área de medicina laboral de Colpensiones, ni mucho menos para exonerarla de la acreditación de todos los requisitos que para tal fin se exigen, o para evadir los conceptos médicos de rehabilitación expedido por los médicos de la EPS a la cual se encuentra adscrita.
También debe resaltarse que si bien, la señora María Gómez Márquez presentó una solicitud de calificación de invalidez ante Colpensiones, esa entidad atendió a su pedimento informándole los documentos que debía allegar para poder darle trámite a su calificación. En ese orden de ideas, a pesar de lo dicho por la accionante en su escrito de tutela, en el sentido de haber presentado la totalidad de los documentos ante la entidad accionada, de ello no hay prueba en el expediente, a lo cual se debe sumar lo dicho por Colpensiones, cuando aseguró que su afiliada no adjuntó a su escrito la copia de la historia clínica requerida para poder dar inicio a la calificación de PCL (fl 80). Contrario a ello, sí se tiene información de que Colpensiones requirió a la accionante para que aportara la información faltante y así poder impartirle el trámite a su requerimiento, e incluso le explicó que en caso de no adjuntarlos en el plazo otorgado, se entendería desistida su solicitud. 
En ese orden de ideas, se itera, de conformidad con la información obrante en el expediente, Colpensiones ha resuelto de manera oportuna los pedimentos del libelista, y de aquellos se puede concluir que las exigencias que para el momento de dar respuesta al derecho de petición se le hicieron a la hoy accionante no fueron caprichosas, sino acogiéndose a los parámetros normativos del caso, de manera que, no se avizora vulneración de los derechos fundamentales invocados por ella, lo que denota entonces la improcedencia de la presente acción constitucional, como así lo ha afirmado la Corte Constitucional en situaciones como la ahora presentada: 

“En el mismo sentido lo han expresado sentencias como la SU-975 de 2003[18] o la T-883 de 2008[19], al afirmar que “partiendo de una interpretación sistemática, tanto de la Constitución, como de los artículos 5º y 6º del [Decreto 2591 de 1991], se deduce que la acción u omisión cometida por los particulares o por la autoridad pública que vulnere o amenace los derechos fundamentales es un requisito lógico-jurídico para la procedencia de la acción tuitiva de derechos fundamentales (...) En suma, para que la acción de tutela sea procedente requiere como presupuesto necesario de orden lógico-jurídico, que las acciones u omisiones que amenacen o vulneren los derechos fundamentales existan (…)”[20], ya que “sin la existencia de un acto concreto de vulneración a un derecho fundamental no hay conducta específica activa u omisiva de la cual proteger al interesado (…)”[21].   
 

Y lo anterior resulta así, ya que si se permite que las personas acudan al mecanismo de amparo constitucional sobre la base de acciones u omisiones inexistentes, presuntas o hipotéticas, y que por tanto no se hayan concretado en el mundo material y jurídico, “ello resultaría violatorio del debido proceso de los sujetos pasivos de la acción, atentaría contra el principio de la seguridad jurídica y, en ciertos eventos, podría constituir un indebido ejercicio de la tutela, ya que se permitiría que el peticionario pretermitiera los trámites y procedimientos que señala el ordenamiento jurídico como los adecuados para la obtención de determinados objetivos específicos, para acudir directamente al mecanismo de amparo constitucional en procura de sus derechos”[22]. 

Así pues, cuando el juez constitucional no encuentre ninguna conducta atribuible al accionado respecto de la cual se pueda determinar la presunta amenaza o violación de un derecho fundamental, debe declarar la improcedencia de la acción de tutela.”

En conclusión, la decisión de primer nivel se mantendrá incólume, al haberse proferido de conformidad con los parámetros normativos del caso. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión de Penal,

RESUELVE:
PRIMERO: CONFIRMAR en su totalidad el fallo de tutela proferido por el Juzgado Cuarto Penal del Circuito de Pereira, con ocasión de la acción de tutela promovida por la señora MARÍA GÓMEZ MÁRQUEZ en contra de COLPENSIONES, ello de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado
� Corte Constitucional, Sentencia T-01 de 1992.


� Corte Constitucional, sentencia T-130 de 2014, M.P. Dr. Luis Guillermo Guerrero Pérez. 
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